LEGISLATURA  DEL  ESTADO
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

INICIATIVA PRESENTADA POR EL LIC. FRANCISCO JAVIER RAMIREZ ACUÑA, GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO  DE  JALISCO.
CON FECHA:   04/02/16
DECRETO:    20514
CONSTITUCION POLITICA

DEL  ESTADO  DE  JALISCO

CIUDADANOS DIPUTADOS DEL

HONORABLE CONGRESO 

DEL ESTADO DE JALISCO

P R E S E N T E:

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 28 fracción II, 36, 49, 50 fracciones II, XI y XXIV de la Constitución Política; 1°, 2°, 19 fracciones I y II, 20, 21, 22 fracciones I, II y XXIII de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, ambos ordenamientos de esta Entidad Federativa; por este conducto tengo a bien presentar ante esa Honorable Representación Popular, la siguiente “Iniciativa de decreto para reformar el artículo 111 de la Constitución Política del Estado de Jalisco”; misma que formuló con base en la siguiente:

Exposición  de  Motivos

I.-  En ejercicio de la facultad que corresponde al Gobernador del Estado para presentar iniciativas de ley y de decreto, según lo dispone la fracción II, del artículo 28 de la Constitución Política del estado de Jalisco, tengo a bien someter con todo respeto ante esa potestad constitucional, la presente iniciativa de decreto para reformar el artículo 111 de la Constitución Política del Estado de Jalisco. 

II.-  La Constitución Política del Estado dispone respectivamente en las fracciones X y XI del artículo 50, que corresponde al Gobernador del Estado, organizar y conducir la planeación del desarrollo estatal, así como cuidar de la recaudación, aplicación e inversión de sus caudales; competencia financiera que en su modalidad del gasto público indudablemente debe ejercerse de conformidad con los ordenamientos jurídicos vigentes. 

III.- Por su parte el artículo 22 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco, establece como atribuciones específicas del Poder que encabezo, la administración de la hacienda y finanzas públicas, así como la planeación, conducción, coordinación, fomento y orientación del desarrollo económico y social del Estado. 

IV.-  En el ámbito estatal, dentro del cual sin género de dudas están los municipios, por entender que aquel es la expresión y unidad del sistema normativo y por ello con absoluto respeto de la autonomía que constitucionalmente tienen reconocida, para poder dar cumplimiento a las funciones que atribuye el orden jurídico, es necesario contar con los recursos financieros que por las vías de derecho público y privado se perciben cada anualidad. Para lo cual, una de las fuentes principales de ingresos lo constituyen los recursos tributarios a que se refiere el artículo 31 fracción IV de nuestra Carta Magna, que constituyen una obligación de los ciudadanos mexicanos el contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como del Estado y Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes. 
V.-  Es un hecho notorio por todos conocido, que el otorgamiento arbitrario de bonos, gratificaciones, compensaciones, ayudas e incentivos que se otorgan los funcionarios al final de cada administración pública, han infringido los límites legales existentes y los principios jurídicos indeterminados previstos en nuestra legislación, abusando de un poder discrecional que no se ha ejercido en aras del interés público, en forma razonada y equitativa, por lo cual inmediatamente se debe poner freno a esas conductas indeseables e indignantes para la sociedad en general y el objeto de esta iniciativa es precisamente proponer a esa honorable representación popular, la eliminación de prestaciones económicas denominadas bonos o figura similar, de fin de gestión pública, percepción diferente de la remuneración que normal y ordinariamente debe corresponder a los funcionarios públicos. 


Es de considerarse que tanto los funcionarios de elección popular como aquellos que fueron invitados a participar y colaborar en el ejercicio del poder público, como lo son los servidores públicos de confianza considerados de primer nivel, saben de antemano que su estancia es por un periodo constitucionalmente determinado y su permanencia en la gestión pública no es para siempre. Esta situación debe encontrarse presente en el ánimo de toda persona que accede a un puesto público con esas características, consientes, de que su participación debe ser para corresponder a la satisfacción de los intereses colectivos en el tiempo que dure su encargo y no para beneficios personales. 

Asimismo, con pleno conocimiento de que su remuneración será acorde con sus funciones, que garantice una percepción económica digna y suficiente para tener una vida honesta, y evitar así la corrupción que producen los salarios que no otorgan un mínimo de bienestar al que los percibe. De lo que se debe deducir el principio de que los altos puestos en el Gobierno no son para enriquecerse, sino para asumir las responsabilidades más importantes con la convicción de cumplir los fines del Estado. 


De ahí que los jaliscienses con verdadera vocación, capacidad y honestidad, son los que deben ser llamados para desempeñar los cargos en el gobierno.

Por otro lado, no existe justificación de naturaleza pública para autodeterminarse en los presupuestos de egresos, beneficios adicionales a los que se tiene derecho, pues el gasto que así se realiza no obedece al postulado constitucional de reciprocidad entre contribuciones y gasto público, en virtud de que no se refleja un beneficio colectivo o para la sociedad en general, sino sólo para el funcionario que está recibiendo esa compensación económica. 
VI.-  Bajo la premisa constitucional de reciprocidad entre contribución y gasto público, los ingresos que perciben los entes públicos son para satisfacer las necesidades colectivas a través de las diversas funciones estatales, mismas que se traducen en el gasto anual reflejado en los presupuestos de egresos respectivos, donde se manifiestan las políticas públicas salariales, sociales, económicas, culturales, salud pública, etc., que promueve el gobierno en turno.

En términos generales se puede afirmar que el gasto público es el empleo de la riqueza nacional, para satisfacer o que debe satisfacer una necesidad colectiva, conforme a un plan económico o financiero  -presupuesto de egresos- proyectado para todo ente público, de tal forma que las erogaciones que no correspondan a esta premisa, no es considerada gasto público por carecer del elemento principal, la satisfacción de intereses públicos o necesidades colectivas. 

Uno de los principios rectores del gasto público, es el de certeza o de realidad, seguido del de motivación, actualmente previstos en los artículos 79 de la Ley del Gobierno y Administración Pública Municipal y 18 de la Ley de Presupuesto Contabilidad y Gasto Público, principios que entrañan el vínculo inmediato de la efectividad del gasto, según el cual las necesidades públicas y su satisfacción han de tener un fundamento veraz, vale decir, que no es admisible la autorización de un gasto que no responda a una exigencia real de la convivencia humana, lo que basta para descartar erogaciones que impliquen la satisfacción de intereses particulares o que emanen del capricho o de la arbitrariedad de los gobernantes. 

Dentro del presupuesto de gasto público se encuentra prevista la partida que será destinada a cubrir las remuneraciones de todos los funcionarios públicos; el como determinarlas debe obedecer a los principios constitucionales de anualidad, adecuación y equidad, además del resto de postulados que se derivan de la legislación ordinaria, como lo son: la austeridad, racionalidad, disciplina presupuestal, motivación, certeza y proporcionalidad.

VII.- La actividad financiera administrativa en su modalidad específica del gasto público en remuneraciones salariales, se puede realizar a través de actos reglados o discrecionales, según la intensidad con que se encuentre regulada normativamente, es decir, a mayor precisión legislativa, de cómo, cuando, donde, por quien u otros elementos justificativos de la actividad financiera, es menor la discrecionalidad, e imperativamente se debe cumplir con las reglas que rigen aquellos actos, ya que el espacio de valoración o apreciación de otros elementos será muy reducido. Por el contrario, cuando no están predeterminados los elementos o requisitos que debe revestir el ejercicio del gasto público, nos encontramos ante la presencia de un poder discrecional que se debe ejercer tomando en cuenta siempre un interés superior, el interés público y no los beneficios personales, de lo contrario, o sea, su incumplimiento conlleva un vicio de invalidez que debe ser sancionado.

Actualmente en nuestro sistema jurídico financiero se encuentra prevista esa potestad discrecional, la administración pública y los poderes constitucionales, fijan por sí mismos los medios, formas y condiciones, reconociendo como último término o limitación, el orden constitucional y legal general. En consecuencia las percepciones salariales son determinadas sin seguir un método técnico homogéneo que sea acorde con la función pública, y mediante un procedimiento reglado que permita conocer los motivos directos y verdaderos de la remuneración de un salario, lo cual evidentemente por la complejidad técnica no podría ser materia detallada de la constitución local o de la legislación ordinaria, pero si prever los lineamientos, requisitos, contenidos, alcances o en su caso prohibiciones generales para que los presupuestos de egresos en parte referente a las remuneraciones y bonos, sean proyectados, elaborados y aprobados cumpliendo esos mandatos generales, desarrollados en los ordenamientos reglamentarios de cada ámbito normativo. 

La propuesta que hace este Poder Ejecutivo consiste en establecer en la constitución local, los principios rectores de la remuneración de los servidores públicos y la prohibición de bonos o percepciones extraordinarias determinadas al final de cada administración pública para los funcionarios de elección popular, o considerados en el orden jerárquico de primer nivel, como lo son magistrados, consejeros electorales, consejeros integrantes del Consejo General del Poder Judicial, secretarios, directores generales de organismos paraestatales, etcétera.


A lo que posteriormente deberá seguir una reforma a la legislación que se relacione con esta materia, como lo serían la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios; Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos; Ley de Hacienda Municipal; Ley de Gobierno y Administración Pública Municipal; Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público; Ley Electoral y Ley de Fiscalización Superior.

VIII.-  La reforma efectuada a la mayoría de las citadas leyes estatales por ese Honorable Congreso, mediante decreto número 19453, publicado el día 12 de febrero del 2002, en el periódico oficial “El Estado de Jalisco”, fue una muestra clara del repudio a la autodeterminación indiscriminada de bonos por parte de los entes públicos encargados de aprobar sus propios presupuestos de egresos, y el camino por recorrer en este rubro no ha terminado, al momento en que esa reforma no tuvo el eco suficiente para influir en el ánimo psíquico de sus destinatarios, de tal suerte que la sociedad en general se indigna ante esas decisiones injustificadas de sus representantes populares y en especial de quienes se autodeterminan bonos de fin de administración. 


Con base en los razonamientos y fundamentos expuestos con anterioridad, tengo a bien presentar ante esa honorable legislatura.
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